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Grana Martínez, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA EN RECONSIDERACIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de febrero de 2019. 

I 

El 13 de julio de 2016, la fiadora, Tower Bonding & Surety 

Company (Tower Bonding), prestó, a través de su apoderado, el 

señor Pedro Padín, fianza—Núm. TB090812—, ascendente a 

$125,000.00 obligándose a responder por la comparecencia del 

entonces acusado, Javier Figueroa Cruz, ante cualquier tribunal. 

Mientras se llevaban a cabo los procedimientos, el señor Figueroa 

Cruz se ausentó y el juicio en su contra continuó en su ausencia. 

Concluyó con un veredicto de culpabilidad por todos los cargos y, el 

17 de agosto de 2017, el Tribunal de Primera Instancia lo condenó 

a cumplir más de 10 años de prisión. 

Mas de un año después, el 23 de agosto de 2018, el Tribunal 

recurrido dictó Sentencia Sumaria, confiscando el importe de la 

fianza prestada por Tower Bonding, más el interés legal provisto en 

la Regla 44.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Concedió a los 

fiadores cuarenta (40) días para que produjeren al “acusado”. 
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Añadió, que consideraba “que no ha[bía] mediado explicación 

satisfactoria para el incumplimiento de las condiciones de la 

fianza...”. 

Inconforme, el 9 de noviembre de 2018, Tower Bonding acudió 

ante nos mediante Apelación Civil. Planteó que, erró el Tribunal de 

Primera Instancia al sentenciar al convicto, Javier Figueroa Cruz, el 

17 de agosto de 2017, sin haber previamente ordenado la 

confiscación de la fianza, la cual ordenó mediante sentencia sumaria 

el 23 de agosto de 2018. Además, expuso que, el foro primario 

también erró al evaluar el incumplimiento con las condiciones de la 

fianza. 

El 13 de diciembre de 2018, mediante resolución, denegamos 

la revisión del recurso presentado. Tower Bonding presentó 

Solicitud de Reconsideración a la cual se opuso el Gobierno de PR. 

Evaluados ambos escritos, reconsideramos nuestra Resolución del 

13 de diciembre. Explicamos. 

II 

En lo aquí concerniente, el inciso (a) de la aludida Regla 219 

de Procedimiento Criminal,1 dispone que, “[llas condiciones 

impuestas y la fianza prestada en cualquier momento antes de la 

convicción garantizarán la comparecencia del acusado ante el 

magistrado o el tribunal correspondiente y su sumisión a todas las 

órdenes, citaciones y procedimientos de los mismos, ...”. 

Sabido es que, mediante un contrato de fianza criminal, el 

Estado cede la custodia del acusado al fiador a cambio de que este 

último se comprometa a garantizar la comparecencia del acusado 

durante todo el procedimiento criminal seguido en su contra.2 La 

responsabilidad del fiador no se limita a la prestación de la fianza. 

Entre las obligaciones del fiador, está su obligación de “tomar parte 

activa en todo el proceso penal para estar al tanto del paradero del 

imputado de delito y asegurar su sumisión al proceso criminal 

pendiente.”3 

                                                 
1 34 LPRA Ap. II. 
2 Pueblo v. Colón, 161 DPR 254 (2004); Pueblo v. Martínez Hernández, 158 DPR 

388 (2003); Pueblo v. Newport Bonding & Surety co., 145 DPR 546 (1998). 
3 Pueblo v. Colón, supra, págs. 260-261; Pueblo v. Martínez Hernández, supra, pág. 

395. 
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La incomparecencia del acusado fiado al tribunal constituye 

un incumplimiento por parte del fiador que acarrearía la 

confiscación de la fianza, según el procedimiento establecido en la 

Regla 227 (a) de Procedimiento Criminal.4 

Por su parte, la Regla 227 de Procedimiento Criminal, supra, 

y la cual detalla el procedimiento para confiscar la fianza, establece 

lo siguiente: 

(a) Fianza; confiscación. Si el acusado dejare de cumplir 

cualquiera de las condiciones de la fianza, el tribunal al 
que correspondiere conocer del delito ordenará a los 
fiadores o al depositante que muestren causa por la 

cual no deba confiscarse la fianza o el depósito. La 
orden se notificará personalmente o se remitirá por 

correo certificado a la dirección que se le conociere a los 
fiadores o a sus representantes, agentes o apoderados 
o al depositante. En los casos en que el fiador tenga un 

apoderado, agente o representante, la debida 
notificación a este último surtirá los mismos efectos que 

si se hiciera al fiador. 
 
Si los fiadores o el depositante explicaren 

satisfactoriamente el incumplimiento en que se funda 
la orden, el tribunal podrá dejarla sin efecto bajo las 
condiciones que estimare justas. 

… 
 

De manera que, la confiscación sumaria de una fianza no es 

automática con la incomparecencia del fiado. De hecho, si el fiador 

que, en cumplimiento de su obligación contractual con el Estado, 

ha tomado parte activa en todo el proceso para estar al tanto del 

paradero del acusado, para asegurar su sumisión, produce una 

explicación satisfactoria para el incumplimiento, no procede la 

confiscación de la fianza. 

III 

Evaluados los escritos de las partes nuevamente, así como las 

gestiones llevadas a cabo por la fiadora en aras de producir la 

comparecencia del convicto, reconsideramos nuestro dictamen 

anterior. Es nuestra opinión que, Tower Bonding cumplió su 

obligación de mantenerse activa monitoreando la comparecencia del 

acusado y, aun antes de que el Tribunal de Primera Instancia 

                                                 
4 34 LPRA Ap. II. 
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emitiera, el 6 de junio de 2017, una orden para que mostrara causa 

por la cual no debería confiscársele la fianza, se mantuvo intentando 

producir al acusado. 

En un intento para que el convicto fuera arrestado fuera de 

nuestra jurisdicción y así pudiera extraditarse, el 7 de junio, Tower 

Bonding solicitó con éxito copia de la orden de arresto certificada 

para gestionar que se entrara la misma al National Criminal 

Investigation Center (NCIC) como buscado en Puerto Rico. 

Según las constancias del expediente judicial, en la vista de 

seguimiento para que Tower Bonding informara gestiones realizadas 

en la localización y producción del acusado, ésta acudió con dos de 

sus agentes empleados para estas situaciones. El Ministerio Público 

se allanó a que se concediera tiempo adicional para localizar al 

acusado reflejando así su reconocimiento de las gestiones de la 

fiadora. Tower Bonding informó al Tribunal sobre las solicitudes de 

subpoena de teléfonos de familiares, gestión en que la Fiscalía 

cooperó y a través de la cual llegarían las que faltaban. Se le acreditó 

al Tribunal, además, que, de la información ofrecida a los 

confidentes pagados a cambio de información, no surgió evidencia 

de que el acusado se hubiese trasladado fuera de la jurisdicción. 

También se le informó al Tribunal que se realizaron búsquedas en 

las áreas boscosas donde se había obtenido información de que el 

acusado solía practicar la cacería; que se haría un operativo en 

conjunto con el Departamento de Corrección y la Oficina de 

Servicios con Antelación al Juicio. Así también informaron de 

vigilancias específicas en el Barrio Cielito, el Municipio de Jayuya y 

dos negocios donde se había visto al convicto. Además, en 

colaboración con una canal de televisión y un medio noticioso se 

logró el reportaje de la escena del asesinato y sus constancias. 

Señaló Tower Bonding que las dificultades en dar con el convicto 

obedecían a los conocimientos de este de las fincas y grandes 

extensiones boscosas de nuestra zona montañosa y cafetalera. Así 

sostuvo que, nacido en el Municipio de Florida, y residente de Ciales, 

el convicto conoce a la perfección toda el área y recibe ayuda de 

familiares y amigos que facilitan su ocultamiento. 
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Sin dudas, Tower Bonding demostró a la saciedad haber 

empleado un alto grado de diligencia, al dirigir todos sus recursos 

para encontrar al convicto y devolverlo a la custodia del tribunal 

para el cumplimiento de la Sentencia impuesta el 17 de agosto de 

2017. Su actuación es razón más que suficiente y justificada para 

no confiscarle la fianza, por lo que procede revocar la Sentencia de 

confiscación de fianza. 

IV 

Por los fundamentos esbozados se revoca la sentencia 

apelada. 

Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su 

Secretaria. 

El Juez Sánchez Ramos disiente con voto escrito. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Apelación -se acoge 
como Certiorari- 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Arecibo 
 

Caso núm.:   
C VI2016G0005 
(304) 

 
Sobre: Art. 93, 

Grado de Asesinato 
Primer Grado  
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 
Jueza Grana Martínez y el Juez Sánchez Ramos. 

 

OPINIÓN DISIDENTE DEL JUEZ SÁNCHEZ RAMOS 

 Disiento de la determinación de, sin que se haya presentado 

en reconsideración planteamiento nuevo alguno, dejar sin efecto la 

Sentencia de 13 de diciembre de 2018, la cual se emitió luego de 

considerar de forma detenida y responsable lo argüido por la 

peticionaria en su recurso.   

Como se explicará a continuación: (i) este Tribunal no tiene 

jurisdicción para revisar la sentencia “apelada” (sobre confiscación 

de fianza criminal), pues el recurso de referencia no se presentó sino 

hasta 31 días luego de notificada dicha sentencia, y (ii) en cuanto a 

la moción de relevo de dicha sentencia, como cuestión de derecho, 

la misma no procedía pues, contrario a lo que se exige en dicho 

contexto, la fiadora no produjo al acusado. 

En efecto, en estas circunstancias, en que una sentencia de 

confiscación de fianza se ha convertido en final y firme, pero 

todavía no se ha ejecutado, la Regla 227(a) de las de Procedimiento 

Criminal únicamente permite que se deje sin efecto la misma si “los 

fiadores ha[]n producido al acusado ante el tribunal.” 34 LPRA II 
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R.227(a).  Por tanto, en esta etapa, no tiene pertinencia alguna, para 

la adjudicación del recurso que nos ocupa, si el fiador suplió alguna 

explicación satisfactoria para el incumplimiento con los términos de 

la fianza, ni tampoco si el fiador empleó la debida diligencia en 

procurar la comparecencia del acusado. 

En efecto, aquí no estamos en la etapa anterior que contempla 

la Regla 227, supra, en la que se ha solicitado a un fiador que 

muestre causa por la cual no deba confiscarse la fianza.  Era en 

dicha etapa que tenía pertinencia si el fiador ha “explica[do] 

satisfactoriamente [su] incumplimiento”.  Íd.   

En este caso, el fiador dejó transcurrir el término para 

apelar la sentencia de confiscación de fianza (notificada el 9 de 

octubre) por no haber mediado explicación satisfactoria para el 

incumplimiento.  Adviértase que la peticionaria no presentó el 

recurso que nos ocupa sino hasta 31 días después (el 9 de 

noviembre).  

Por tanto, únicamente tenemos jurisdicción para revisar la 

posterior denegatoria del TPI (notificada el 15 de octubre) a la 

moción de relevo de sentencia presentada por la fiadora.  Ahora 

bien, por mandato expreso de la Regla 227(a), supra, la concesión 

de dicho relevo depende únicamente de si el fiador “produ[jo] al 

acusado ante el tribunal”.  Así pues, como correctamente concluyó 

el TPI, no procedía el relevo solicitado, ante el hecho incontrovertido 

de que no se produjo al acusado al tribunal, como lo requiere la 

Regla 227, supra, para que proceda este tipo de solicitud.   

Por lo anterior, y por lo consignado en detalle al respecto en 

nuestra Sentencia de 13 de diciembre de 2018, disiento de la 

determinación del panel de reconsiderar la referida sentencia, 

expedir el auto solicitado y revocar la determinación recurrida, 

particularmente cuando la peticionaria no planteó, en 
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reconsideración, algún asunto fáctico o de derecho que 

anteriormente no hubiese estado ante nuestra consideración.  

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de febrero de 2019. 

 

                                    ROBERTO SÁNCHEZ RAMOS 
                                       JUEZ DE APELACIONES 


